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LAS 

REGLAS DEL JUEGO 

lo largo del pasado año 
prácticamente se ha cul­
minado el desarrollo re­
glamentario de la Ley 

Reguladora de la 1 lacicndas Loca­
les en lo que se reliere al Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles, en general, 
y a las fórmu las de articulación en­
tre la gestión tributaria de dicho 
Impuesto y el Catastro, en panicu­
lar. Falta ahora poner en marcha 
las previsiones contenidas en las su­
cesivas normas. a cuyos electos el 
ejen:icio de 1990 primero en que se 
exige el Impuesto sobre Bienes In­
muebles- va a serví r para perli lar y 
alinar Jos mecanismos operativos 
precisos. Distinto e!> el caso de la 
colaboración en la gc~tión catastral 
propiamente dicha. cuyo marco de 
actuaciones está aún por delinir le­
ga lmente. 

Estas lineas pretenden esbozar 
las pautas a que debe atener~c esta 
colaboración institucional, más alhí 
incluso de lo que el Real Decreto 
que regule la misma pueda prever. 
Pautas que, como es lógico, deben 
extraerse de una reflexión realista 
en torno a las circunstancia-. que 
concurren en estos momentos tanto 
en la Administración Local como 
en los órganos gestores del Catas­
tro en el ámbito de la Adminbtra­
ción Central. Como ningún análisis 
que quiera ser riguro1:to puede ~us­
traerse al contexto ideológico en 
que se desarrollan las actuaciones 
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marco constitucional y la 

idea de cooperación que 

subyace en el Catastro son 

puntos de referencia 

ineludibles. 
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analizadas ni, por otra parte, hacer 
caso omiso de las experiencias ha­
bidas hasta la fecha en relación con 
tales actuaciones. se acometen sin 
más preámbulo ambas cuestiones. 

Algunas precisiones previas: 
la importancia del contex to 

Pue:.to que estas páginas se re­
fieren a l tema de la cooperación en 
la gestión catastral. bueno será traer 
a colación alguna de las múltiples 
deliniciones que se han hurajado en 
torno a lo que debe entenderse por 
cooperar a colaborar. Tal vez la que 
más convenga a la idea que aquí se 
quiere reflejar sea la recogida por la 
REAi A< ADl~IA Esr>A'\OLA en su 
Diccio11ario de la let1K11a e:.¡w1iola: 
Coopera r es ohrar ju11ta111e11te c1111 
otro 11 01ros para un mi.~1110 (i11. De 
esto efectivamente se trata: varias 
Ad1111nistracione~ Públicas ponien­
do en conco rda nci a sus esruerzos de 
cara a un objetivo común. Dicho 
esto. es insoslayable formular algu­
nas consideraciones que necesaria­
mente consti1 u yen el sustrato de las 
acLUac1oncs de cooperación que ha­
yan de abordarse y, por tanto, han 
de dar sentido propio a cuanto se 
afirme más adelante al respecto. 

La primeru de estas considera­
ciones previas puede resulLar obvia, 
pero en ningún caso es superílua: es 
preciso tener siempre presente, y no 



sólo en el terreno conceptual, la 
organ1nción territorial del E-.tado. 
España es un estado poliucarnente 
deseen t ra hzado, que se a rucu la de 
forma armónica en tres ámbitos de 
actuación perfectamente definidos. 
el centra l, el autonómico y el locu l. 
Cada uno de estos ámbitos goí'a de 
su propia autonomía. Ninguno de 
ellos está como tal subordinado al 
otro. aunque en ningún ca::.o consti­
tuyen compartimentos estanco~. El 
Texto Constitucional, la legislación 
de canícter general dictada en su 
desarrollo y, en último extremo, la 
doctrina emanada del Tribunal 
Constitucional delimi tan y ordenan 
los puntos de concurrencia de cada 
una de las Administraciones. Esta 
concurrencia se resuelve en la prác­
tica. en cada parcela de la actuación 
administrativa. a travé::. de la discu­
sión y el consenso. Ciertamente, la 
concurrencia en materia cata::.tral ha 
de moverse, como no puede ser de 
otra manera, en este contexto. 

En segundo término. hay 4uc 
subrayar desde el principio que la 
idea de cooperación está imrlícita 
en el propio concepto y configura-

ción del Catastro. Dicho de otra 
manera, no es 4ue el Catastro prcci­
"e de la colaboración entre Admi­
nistracione:., e:. 4uc el Catastro no 
se entiende sin dicha colaboración. 
Si en otros ámbitos es necesario 
desarrollar mecanismos que articu­
len la concurrencia compelencial de 
la'i distintas Administraciones. a la 
lu7 de los preceptos eonstituciona­
les. estos mecanbmos. udaptados a 
la~ cambiantes ::.ituacioncs históri­
cas, constituyen la propia esencia 
del Catastro desde su!> inicios. sin 
merma de la delimitación de compe­
tencias que debe efectuarse en aras 
de una mayor coherencia orgá nica y 
funciona l. 

Sólo a partir dt: estas considera­
ciones previas podrán interpretarse 
en sus justos término'> las rcílexio­
nes y propuestas q uc aquí se formu­
len. El marco constnucional y la 
concepción intrin'iccamente coope­
rativa del Cata~tro. como puntos de 
referencia ineludibles, dchcn quedar 
sen tados e inequívocamente claros. 
de íorma ta l que sea ocioso rei terar­
los a cada momento. En este con­
texto parece conveniente. como se 
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La colaboración se 
mtenstfica y adquiere 
rasgos propios a partir 
de la década de los 80. 
una vez constituidos los 
primeros Ayuntamientos 
democráticos. (Palacio 
Real. Araniuez. Madrid) 

apuntaba al principio. reílex1onar 
acerca de la!> fórmulas y los com­
portamiento~ que en materia de co­
laboración nos ofrece el pasado re­
ciente. antes de entrar de lleno en 
las sugerencias respecto a lo que 
hay que hacer. 

La histori a reciente, punto 
de partida 

La historia es la fuente de la que 
bebe el futuro. Si queremos garanti­
zar, o al menos intentarlo, que el 
fu tu ro de la cooperación sea fructí­
l'ero. debemos recordar a grandes 
trazos lo que se ha hecho hasta hoy. 
lo 4 ue se esltÍ haciendo en esLos 
momentol>. No se trata ahora de 
enumerar pormenorizadamente to­
dos y cada uno de los mecanismo!. 
de colaboración y participación que 
se han puesto en rráctica a lo largo 
del uempo, como tampoco de co­
mentar las sucesivas y numerosas 
normas que se han hecho eco de es­
te tcmn. Lo que sí importa resa lt ar 
es que desde el mismo momento en 
que la Insti tución catastral comien-



za a dotarse. aunque sea rudimenta­
riamente. de l<is caracteri!:>ticas que 
actualmente la definen, las que tras 
sucesivas transformaciones han de­
sembocado en la configuración del 
actual Catastro, desde sus inicios, la 
colaboración ha sido constante. 

Podríamos remontarnos nada 
meno!. que todo un siglo para en­
contrar un Reglamento en cuya vir­
tud se encarga a los Ayuntamientos 
de formalizar un Registro fiscal de 
edilicios y solares en base a las de­
claraciones de los propietHrios. Des­
de entonces hasta el Real Decreto 
222/87, de 20 de febrero último 
texto normativo que aborda el tema 
de la colaboración en materia de 
Catastros antes de la entrada en vi­
gor de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales . hay un largo 
ro:;ario de disposiciones que inten­
tan regular esta cuestión con mayor 
o menor acierto. Pero en cualquier 
caso. la colaboración se 1ntens1fica 
y adquiere rasgos propio-; a partir 
de ta década de lo~ ochenta, una ve7 
constituidos los primeros Ayunta­
mientos democráticos tras las elec­
ciones locales de 1979. 

No es fruto de la casuu tidad el 
nuevo sesgo que a partir de esa fe­
cha adopta Ja colaboración enton­
ces exclusivamente tributaria. pero 
difícil de disociar del Catastro en 
sí entre las Administraciones Cen­
tral y Local. Debe tenerse en cuen­
ta, como ya he podido afirmar en 
otras ocasiones. que había que po­
ner en marcha con urgencia un plan 
de corrección y mejora de las finan­
za::. locales para afrontar con éxito 
la creciente demanda de servicios 
públicos que los ciudadanos iban a 
requerir tras los decenios de aban­
dono y falta de atención política 
que signilicó la dictadura. Se nece­
sitaba un instrumento efü:a1. para la 
obtención de recursos financ1cros. y 
fueron precisamente los tributos 
que recaen sobre la propiedad in­
mobiliaria, las Contribuciones Terri­
toriales entonces existentes, las que 
se convirueron. en principio. en la 
principal fuente de linancia¡;1ón de 
la gestión municipal. Ahora bien. 
los recursos que los Ayuntamientos 
podían obtener a través de estos 

tributos se basaban en unos datos 
físicos, jurídicos y cconórnico~. los 
dalos cata~trales, absolutamente in­
completos y desactuali7ados. A na­
die se le e!Scapa que una situación 
como la de~crita provoca graves 
disl'uncione~: la desuctualización del 
Catastro forzaba a los Ayuntamien­
tos a fiJar elevados tipos de gra­
vamen al Objeto de recaudar la sufi­
ciente, ya que tal dcsactua tización 
:.e traducía en una base imponible 
muy alejada de la realidad. Por la 
misma ra1.ón, se alentaba contra el 
principio de cq uidad fisca l que dcbe 
presidir la aplicación de cualquier 
tributo. ya que muchos propietarios 
de inmuebles estaban excluidos del 
censo de conlribuyentc:., por lo que 
la Contribución Territorial recaía 
en sólo una parte de ellos. Todo 
esto sin ¡;ontar con que las valorn­
ciones catastrales de los inmuebles 
en nada se parecían a los valores de 
mercado 

Era, en consecuencia. necesario. 
y además urgente, proceder a ta re­
visión y actualización de tos dalos 
catastralc~. Nada más lógico que 
lol> Ayuntamientos a-;i Jo reclama­
ron. Nadie apuntó en ton ces la con­
veniencia de que el Catastro - bas­
tante desprestigiado en aquellos 
momentos. dicho sea de paso- se in­
tegrara en el ámbito competencia) 
local. Lo que sí se exigió es que el 
Catastro sirviera efica71nente a los 
interese:,, localc!>. y para ello nada 
mejor que una fómwla organizativa 
que garanti1ara la presencia y par­
ticipación de los municipios. Es así 
como surgen los Consorcios. m:ixi­
ma expresión orgánica de colabora­
ción interadrninislraLiva, ya que se 
trata de órganos pantarios de deci­
sión conjunta. En aquellos momen­
to:. en los que el Cata~tro tenía una 
finalidad exclusivamente fisca l. la 

La creación de los Consorcios marcó un 
hito en e/ largo camino de la 

cooperación 
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responsabilidad de su gestión era 
compartida en todas las facetas, in­
cluida la línancicra. 

Por supuesto que tanto la Insti­
tución catastral como el alcance de 
la colaboración enlre ambas Admi­
nistraciones se han ido tra nsfor­
mando desde aquella fecha hasta 
ahora. Puesto que el Catastro ha 
ido enriqueciendo y cohesionando 
sus contenidos, siendo ya suscepti­
ble de utilizarse para múltiples apli­
caciones. tanto por otras Adminis­
traciones Públicas como por la so­
ciedad en su conjunto, y al haber 
ª"umido paralelamente el Estado en 
su integridad la competencia y la 
financiación de la gestión catastral, 
los modos y fórmulas de la coope­
ración deben ser otros. Pero de lo 
que no cabe duda es de que la cons­
titución de Jos Consorcios marcó un 
hito en el largo camino de la coope­
ración, y más alin: sin tener presen­
te este punto de partida resultarían 
difíciles de entender determinadas 
pautas de comportamiento que aún 
en la actualidad emergen en oca­
siones. 

Voluntad politica, ca pacidad 
técnica 

Con todo. la conclusión más re­
levante que cabe extraer del pasado 

Artí 
Con el án 

que se indica se 
«Consorcios para l: 

de las Contribu 
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es otra. En efecto, la diversidad de 
normas, recientes y no tan recientes, 
que regulan a veces con extremado 
detalle las formas, modos y térmi­
nos de la colaboración, es fácilmen­
te constatable. Sin embargo. de ahí 
no cabe deducir sin más que el re­
sultado haya sido el deseable. Por­
que lo cierto es que muchas veces 
estas previsiones normativas se han 
convenido en papel mojado, <;ea 
por causas instrumentales, sea por 
una mayor o menor apetencia de 
colaboración en quien debe de co­
laborar. Es ocioso decir que no to­
dos los Ayuntamientos, ni siquiera 
la mayoría de ellos, cumplen con 
sus obligaciones, por ejemplo, de 
suministro de información. Otros, 
por el contrario, se exceden en sus 
atribuciones, procediendo a realizar 
por su cuenta actuaciones que en 
realidad no les corresponden. tal 
vez en base a ruones más o menos 
justificables, pero en cualquier caso 
sin ninguna apoyatura legal. La 
Administración del Estado también 
ha incurrido en ocasiones en dis­
funciones que han incidido de for­
ma negativa en la efectividad de la 
colaboración. En definitiva. hay 
que tomar buena cuenta de que la 
letra impresa y la realidad de la'i 
cosas pueden seguir distintos ca­
minos. 

:> espacial 
in los siguientes 
stión e inspección 
tes Territoriales»: 

Esta distorsión entre normas y 
actuaciones es un punto de referen­
cia que no puede olvidarse. Este es 
el marco en que nos movemos y no 
es casual que así sea. No lo cs. por­
que una cooperación realista y efi­
caz debe asentarse en dos pilares 
b;ísicos. que se pueden resumir en 
dos palabras: querer y poder. Si no 
hay voluntad. es difícil que haya 
cooperación; si no hay capacidad 
técnica, es imposible que esta coo­
peración sea efectiva. 

En este sentido, puede adelan­
tarse que el desarrollo reglamenta­
rio pendiente no va a articular, no 
puede articular. fórmulas o meca­
nismos que supongan una gran no­
vedad. En este terreno, como en 
otros muchos, podría decirse que 
prácticamente cst:.í todo inventado. 
1 lay que ser escépticos respecto a la 
circunstancia de que por el mero 
hecho de regular una cuestión. en 
este caso la colaboración en materia 
de Catastro, vayan a resolverse to­
dos los problemas como por arte de 
magia. Ciertamente. una norma 
puede ser buena. regular o mala, y 
ello redundará en un mayor o me­
nor acierto en los resultados. Pero 
no decisivamente. Tampoco debe 
concluirse que este escepticismo 'iU­
ponga sin m<is la renuncia a cual­
quier tipo de regulación. Parece 
conveniente en cua lquier caso deli­
mitar de forma claru. lo müs clara 
posible. las reglas del juego. Pero lo 
que debe quedar patente es que, por 
encima de lns normas, de lo que se 
trata es de poner en marcha una vo­
lu ntad política decidida y lirme y, 
también, de hacer los esfuerzos pre­
cisos para dbponcr de los mínimos 
medios personales y materiales que 
hagan posible una relación mucho 
nuís íluida. mucho más ordenada, 
en definitiva, mucho más fructiferu. 

Las reglas del juego a partir 
de la Ley Regul adora de las 
Hacienda!> Locales 

A partir de la entrada en vigor 
de la Ley Reguladora de las Ha­
ciendas Locales. la dicotomia entre 
Catastro e impuesto ha de desplegar 
con toda su intensidad las connota-
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ciones jurídicas, administrativas e 
instrumentales que en si lleva implí­
citas. Es evidente que la Adminis­
tración del Estado y la Admrnistra­
ción Local están abocadas a enten­
derse entre sí, al objelo de, por una 
parle. mantener un nivel de infor­
mación catastral aceptable y, de 
otra, optimizar la potencia recauda­
toria del impuesto. Como es sabido. 
la Ley Reguladora se refiere tanto a 
la gestión tributaria como a la ges­
tión catastral, pero mientras que en 
la gestión tributaria los mecanismos 
de colaboración quedan definidos 
con cierta precisión, no sucede igual 
en lo que se refiere a Ja colabora­
ción en Ja gestión catastral. LO'> tér­
minos de esta colaboración quedan 
deliberadamente abiertos, de forma 
tal que es preciso un posterior desa­
rrollo reglamentario, cuyas caracte­
rísticas, más o menos restrictivas o 
expansivas, sólo al Gobierno co­
rresponde definir. Esta circunstan­
cia puede llevar al ánimo de Jos res­
ponsables municipales cienos rece­
los. suspicacias en parte, sólo en 
parte. justificables. Porque no cabe 
ignorar que, ya sea por inercia his­
tórica, ya por el peso de pnnc1p1os 
ideológicos y normativos obsoletos, 
puede haber todavía quien intente 
poner en práctica aquel viejo y dis­
cutible principio organizativo con­
forme al cual las fórmulas de coor­
dinación no serian sino fórmulas de 
control solapadas. Sin embargo esto 
hoy no es de recibo. No lo es desde 
un punto de vista político n1 desde 
una perspectiva jurídico-constitu­
cional la importancia del contexto, 
una vez más . Por supuesto. no es 
el control lo que está en el espíritu 
de la Ley. ni muchos menos. hay 
que decirlo claramente, en el de los 
responsa bles de la gestión del Ca­
tastro y de la cooperación tributaria 
en el ámbito de la Administración 
del Estado. 

Obras son amores y no buenas 
razones: la dirección marcada por el 
Centro de Gestión Catastral y Coo­
peración Tributaria es diáfana, y lo 
es sin necesidad de desarrollo nor­
mativo alguno. La voluntad política 
y la capacidad 1écnica se eiitán con­
cretando ya en la actualidad. Sirvan 



51 no hay voluntad. es dificil que haya 
cooperación. si no hay capacidad técnica. 
es imposible que esta cooperación sea 
efectiva. (El Te1de. Tenenfe.) 

de mucstrn de uno y otro extn.:mos 
algunas manifestaciones concretas. 
Por ejemplo. el propio entramado 
orgánico del Organismo: en lo:> di­
versos niveles de actuación se han 
consut u ido órganos de composición 
m1xtil en los que se integrun repre­
sentantes no só lo de la Administra­
ción Local, sino L:.Jmbién de la Ad­
ministración Autonómica. Con ca­
rtlcter nacional. el Consejo Superior 
de la Propiedad Inmobiliaria y las 
Comi~iones Superiores de Coordi­
nación Inmobiliaria de Rústica y de 
Urbana; a nivel regional. las Juntas 
Técnica~ Territoriales: a nivel pro­
vincial. los ConSCJOS Territoriales 
de la Propiedad lnmobiliarin. Son 
órgano~ de reflexión. de discusión. 
de control e incluso. de alguna ma­
nera (en especial en lo que se reliere 
a los Consejos Territoriales). de di­
rección. Put:de haber quien aduzca. 
con ratón, que estos órganos no 
tienen car:ícter decisorio. no son 
ejecutivos. Es cierto. pero ello no 
des\irtúa la relevancia de su~ fun­
ciones ni. meno:-. aún, el talante 
cooperativo que -;u propia eonligu­
ración pone de man1fie-;to. Ayun­
tamientos. Diputadones Provincia­
les, Comunidades /\ulónomu'>, Mi­
nisterio de Hacienda. reflexionan en 
común acerca de qué debe :ser y 
para qué debe servir el Catastro. 
anali1an cada coyuntura concreta, 
definen :su posición ) aclUan en 
consecuencia. Se coordinan y coo­
peran entre Íti a partir de unos inte­
re:ses diverso . pero convergentes. 
Esto es lo importante. 

Sí la cooperación orgánic~1 está 
clara, también se puede traer a co­
lación otro ejemplo. esta ve1 de ca­
rtícter funcional: son los convenios 
de delegución de gestión tributaria. 
<;uscritos con algunos Ayuntamien­
tos (Madrid y Barcelona, entre 
otros) cuando las previsiones de la 
Ley Reguladora de las l laciendas 
Locales rcÍtpecto al Impuesto :sobre 
Bienes Inmuebles aún no eran efec­
tiva<;. Claro está que esws conve­
nios no llenen nada que ver con lo'> 
contemplados en la Ley Reguladora 
respecto a la gestión cara!itral. Pero 
son suficientemente ilustrativos de 
la decidida voluntad polí11ca de im-
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pulsar este tipo de mccan1smo-. de 
participación. dese.le la convicción 
de que 1han a con:-.tlluir una \allosa 
experiencia de c~t ra a la asunción de 
la gestión tributaria por parte de los 
Ayuntamientos 

El Centro de Gestión Catastral y 

Cooperación Trihu1arn1 ha acepta­
do también el n.:to de poner al día 
los \alore:-. cata-.tralcs, en el conven­
cimiento de que ello redundar<i in­
d1scutíblcmcnll: en un fortalecimien­
to de las Haciendas Locales. Y lo 
ha hecho afrontando para ello un 
esfucr:10 presupuestario importante. 
cuyos términos. por conocidos. no 
es preciso reílejar aquí Las rev1s10-
nes cal astrales v íenen ~t responder 
aunque a veces se olvide a la vieja 

y ra7onable exigencia formulada 
por los Ayuntamientos dt: cara a 
di~poner de un Catastro actualizado 
y, con ello. de un 111-;trumento tribu­
tario -.óli<lo y equ1Lal1\0 El Mi111s­
tcrio de Economía y Hacienda ha 
asumic..lo el coste social y político de 
estas operaciones dec;de la respon­
sabilidad. la capacidad técnica y la 
vocación cooperativa. 

Quede. pues. sucinta constancia 
de cuál es el talante que subyace en 
la actualidad en las directrices y 
programas de lns órga1rns gestores 
del Cata-;tro. talante que. en pnnc1-
pio. debería disipar las '\USpicacias 
de quienes temen que un desarrollo 
restrícti\o de la Ley limite la inter­
vención mu111c1pal en el ámbito de 
la ge~uón catastral. Lo que interesa 
resaltar. antes que nada. es que h.1 
Ley ha delimitado perfectamente las 
reglas del juego: es insoslayable 
eludir ya todo tipo <le discusión 
competencial. si es que queda algu­
na. Los campos de actuación de ca­
da una de las Admini::.lracioncs 
están delinidos. tanto en lo que se 
refiere a la Adm1111stración Autonó­
mica como a la Admin1s1rnc1ón Lo­
cal. Por lo que se refiere a las Co­
munidades Autónoma'>. la DispO!>l­
cíón Adiciona 1 cuarta de la Ley es 
tajan te a 1 seiia lar que la /(m11aciá11, 
co11serl'l1ció11. n •1101·ació11. re1·isiá11 1 

dema.1 /1mcío11es 111/ierentes a los ca-
1as1ros i11111ohiliarios, sera11 de co111-
pe1e11C'ia e•ffl11.1·ira del E.\lado. En 
cuanto a los Ayuntamientos .. el arti-



culado de la propia Ley establece 
con claridad el alcance de las actua­
ciones según los casos. Se trata aho­
ra de que cada cual asuma sus res­
ponsabilidades, en el bien entendido 
de que el correcto ejercicio de sus 
funciones por parte de una de las 
Administraciones va a redundar en 
definitiva en el correcto ejercicio de 
las funciones de la otra. 

Con todo, no es conveniente 
demorar la promulgación del Real 
Decreto que debe regular los ténni­
nos de la colaboración interadmi­
nistrativa en esta materia. Esta nor­
ma ha sido sometida a la considera­
ción de todas las Administraciones 
implicadas (Comunidades A ulóno­
mas, Ayuntamientos y Diputaciones 
a través de la FEMP) y en buena 
medida consensuada, encontrándo­
se actualmente en el último tramo 
de su tramitación administrativa, 
una vez informado el Proyecto por 
la Comisión Nacional de Coopera­
ción Local. Ya con anterioridad se 
ha dejado traslucir que no es previ­
sible que contenga grandes innova­
ciones. La piedra angular de la co­
laboración ha de plasmarse, como 
la propia Ley impone, en la técnica 
de los convenios, convenios que ha­
brá que elaborar con arreglo a cri­
terios que ante todo sean pragmáti-

cos y flexibles, huyendo de iodo 
afán nonnalizador o uniformista. 

Premisas para la efi cacia 

Si la suscripción de convenios va 
a revestir una indudable relevancia 
en la colaboración en la gestión ca­
tastral, lo cierto es que más impor­
tante que los convenios. más aún 
que el propio desarrollo reglamen­
tario de la Ley, son las premisas de 
las que debe partir esta colabora­
ción, los condicionantes que la rea­
lidad impone, si no se quiere, una 
vez más, que la norma se quede en 
el terreno de las buenas intenciones. 
La colaboración. por encima de to­
do, debe ser eficaz, y para ello han 
de tenerse en cuenta ciertas premi­
sas. alguna de las cuales se comen­
tan a conLinuación. 

Dis1inción erlfre 111a11tenimie1110 
del Catc1s11·0 y valoración cutastral 

Bajo la rúbrica de gestión catas­
tral se acogen dos grandes aparta­
dos: las actuaciones que tienen por 
objeto el mantenimiento y actuali­
zación de los dalos físicos y jurídi­
cos que figuran en el Catastro, y las 
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Las revisiones 
catastrales vienen 
a responder a la 
vieja y razonable 
exigencia 
formulada por los 
Ayuntamientos. de 
cara a disponer de 
un Catastro 
actualizado como 
instrumento 
tributario sólido y 
equitativo. 
(Colmenar de 
Oreja. Madrid.) 
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encaminadas a la valoración de los 
inmuebles. Está fuera de duda el 
protagonismo que corresponde a las 
Corporaciones Locales en lo que se 
refiere al mantenimiento del Catas­
tro: si una de las principales fuentes 
de información al respecto son las 
propias declaraciones de los intere­
sados, la mayor proximidad física 
hará más fluida la comunicación, 
sin olvidar, obviamente, que los 
Ayuntamientos gozan de un mayor 
conocimiento acerca de la realidad 
inmobiliaria de sus términos muni­
cipales y de la dinámica de los pue­
blos o ciudades. 

Puede hacerse referencia aquí a 
las iniciativas que está poniendo en 
marcha el Centro de Gestión Catas­
tral y Cooperación Tributaria en 
orden a conocer puntualmente esta 
dinámica inmobiliaria a través de 
aquellas instituciones que gozan de 
mayor conocimiento al respecto, 
cuales son los Registros de la Pro­
piedad o los notarios. Ello no obs­
ta, sin embargo, a seguir conside­
rando al Ayuntamiento como un 
excelente lugar de encuentro con los 
administrados. 

Se equivoca quien piense que 
una colaboración de este tipo, sin 
entrar en el terreno de las valora­
ciones, es poca cosa. Sólo un Catas-



Lro actualizad o puede garantizar un 
buen Censo tr ibuta rio, solventá n­
dose usí los problemas de gestión 
tributaria que pudieran suscitarse. 
Pero, además. sólo es posible una 
correcta valoradón de inmuebles 
uno a uno si las características físi­
cas de todos ellos están debidamen­
te consignadas. Por último. su man­
tenimiento clica1 haní innecesaria 
la proliferación de revisiones catas­
trale:. generalizadas. evitando asi el 
coste político y i>Oc1al que este tipo 
de operaciones suele comportar. 

Por lo que respecta a las actua­
cíone¡, encaminada~ a las valoracio­
nes catastrales. la colaboración de 
otras Admi nistraciones parece. sin 
embargo, que debe ponderarse al 
máximo. Desde luego. el cómo. el 
cuándo y el porqué se valora. es al­
go que. en términos generales, sólo 
a l Estado compele . Aquí entran en 
juego consideraciones de índole 
mu} diversa. Por una parte. el valor 
catastral afecw no sólo a la imposi­
ción loca l, sino a olro tipo de ngu­
ras impositivas gestionadas por las 
Adm1nistrac1oncs Central y Auto­
nómica . En otro sentido, no parece 
operativo hucer depender este lipo 
de iniciativas de carácter general de 
centros de decisión en lo-. que pri­
man c1rcunstanc1as coyunturales 
concretas, intereses de oportunidad 
política diversos que no tienen por­
qué coincidir con los criterios a los 
que ~e atiene la política seguida en 
ma tcria de vu !oraciones ca tastra­
les. En último extremo. habrá que 
tener en cuenta el imperativo conte­
nido en la Ley Reguladora. cuando 
afirma (articu lo 78.1) que la s11pe­
rior fu11ció11 de coordi11aciá11 de valo­
res se ejercerá. <'11 todo caso , por d 
Centro de Gestión Catastral .1· Coo­
peración Trih 11taria. ¿Qué quiere de­
cir ésto'? Parece claro: las competen­
cias acerca del cómo, el cuündo y el 
porqué ~e valora son intram.l'eribles 
y se ejercerán siempre direcwmente. 

Cosa bien disti nta es lu partici­
pación de los Ayuntamientos en el 
proceso de elaboración de los aná­
lisis económico~ y técnicos que afec­
tan a cada municipio y que, en 
definitiva. van a conformar la Po­
nencia de valores aplicable a ese 

término municipal, supuesto éste en 
que deben arbitrarse los meca nis­
mos de cooperación que se estimen 
más oportunos. 

Quede en todo caso sentado el 
criteri o de que Ja distinción entre 
uno y o tro tipo de actuaciones de 
gestión catastral, en orden a delimi­
tar según los c-asos fórmu las e in­

tensidadei. de colaboración diversas, 
es una premisa indi ~pensab le para 
el éxi to de esa colaboración. 

Optimi:acion de recursos propios 

Optimw1r recursos supone que 
c.:uda Administración utilice ade­
c uadamente sus propios medios per­
sonales y materia les. ~in necesidad 
de acudir a otras entidades ajenas a 
la Admin1<;tración. 

Se ha insistido en estas páginas 
en que una colaboración crcctiva 
sólo se concibe a partir de Ja capa­
cidad técnica precisa. También se 
ha hecho referencia a 1 esfuerzo pre­
supuestario que el Estado ha rcali­
Lado para poner al día los Catas­
tros Inmobiliarios. Cierto es que 
parte de es le esfuerzo se ha ca nu 1 i-
7ado a través de la contratación de 
los trabajos de re\isíón a empresas 
especi<llizadas. Basta examinar los 
presupuestos del Organismo para 
detectar de inmediato el notable 
peso especílico que en estos presu­
puestos i.upone el Capitulo TT (gas­
tos en bienes y servicios) y. dentro 
de él. el concepto de trab1~jos reali­
:mlo.~ por otras empresas (contruta­
ciones). 

Esta circunstancia no encierra en 
si misma Juicio va lo ra tivo alguno, 
por cuanto la colaboración de las 
empresas en las actuaciones catas­
trales. !>i en a lgunos casos ha podi­
do ser disfunciona l. no ca be duda 
de que ha sido necesaria. Pero no ~e 
debe hacer de la necesidad virtud. 

Año 
P resupuesto 
(en miles) 

19117 16.766 
1 9~K 25.532 
1989 28.923 

1990 (previsto) 30.000 
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Por ello. simuhéineamente a los tra­
bajol. de revisión se ha proced ido a 
una pro funda renovación tecnológi­
ca y :.e ha prestado la debida aten­
ción a Ja potenciación de recursos 
human os. Es hora ya de renLabilizar 
estos esfuerzos, asumiendo di recta­
mente un mayor protagonismo en la 
re\is1ón y mantenimiento del Catas­
tro. 

Pues bien, est.a premi sa debe ser 
extendida a todos los organ ismos 
implicados. Es preciso que cada 
cual utilice sus propios recursos y 
optimice su rentabilidad. Y siendo 
esto así, Ja colaboración no debe 
llevar a parejada. en principio. con­
traprestación económica alguna. Se 
trata de una colaboració n instilu­
cional, cuya rentabilidad no puede 
medirse en términos económicos 

más ull á de los puramente recau­
datorios- . sin o po líticos. Desde una 
perspectiva pública. carecería de ló­
gica que la colaboración se traduje­
ra simplemente en una sustitución 
de las empresas por los Ayunta ­
mientos o, peor aún. en que estos 
pasaran a ejercer sin 1mi<; como ór­
ganm contratantes en lugar del Es­
tado. Pa ra tal viaje no hubiera he­
c ho fa lla ninguna a lforja. 

A ro111i:ació11 1111111iripal 

La atomi?ación y dimensiona­
miento de los municipios españoles 
es o tro factor a considerar. Con al­
guna frecuencia se olvida que la in­
fraestructura y los intereses de los 
Ayuntamientos no son en absoluto 
homogéneos. De hecho, una gran 
mayoría de el los carece de los me­
dios materiales y los recursos 
humanos precisos no sólo para co­
laborar elicazmcnte en la gestión 
ca tastral , si no incluso. y esto es más 
grave, para acometer con éxito la 
gestión tributaria. 

Conl ralaciones Porcentaje sobre 
(en mi les) prcsupuei.10 

10 708 63.8 
14.900 58.4 
14.780 51' 1 
17 877 59,6 



Ante esta circunstancia deben 
arbitrarse fórmulas diversas, no ex­
cl uyentes entre sí. Una de ellas. ya 
prevista en la Ley Reguladora de 
las Haciendas Locales. seria impul­
sar la participación activa de las 
Diputaciones Provinciales en estas 
actuaciones. La otra, que hasta la 
fecha está prácticamente inédita. 
supondría la puesta en marcha de 
los mecanismos asociativos prev1~­

tos en el articu lo 35 del Texto Re­
fundido de las disposiciones lega les 
vigentes en materia de Régimen Lo­
cal : aunando esfuerzos se consegui ­
rá por un lado reducir costes y, por 
otro. racionalizar la relación coope­
rativa en base a unn menor di;;per­
sión de los interlocutores impli­
cados. 

En otro orden de cosas. pero 
siempre desde Ja perspectiva que 
ahora estamos contemplando, pare­
ce indispensa ble una homo logació n 
en lo que se refiere a sistemas. equi­
pos y apl icaciones in fo nmilicas, 
tanto de las Corporaciones Locales 
entre sí como de éstas con los ór­
ganos gestores del Catastro. La di­
versidad actual constituye un serio 
inconveniente a la hora de dotar de 
íluide7 al intercambio de informa­
ción entre ambas Administraciones. 
No es la rea fáci 1 llevar a cabo, en 
las circunstancias actuales, una nor­
malización de este tipo, pero es pre­
ciso intentarlo por todos los me­
dios. La Comisión de Coordinación 
lnform<ilica del Catastro puede ser 
el foro apropiado para examinar y 
proponer las medidas que en este 
sentido se estimen precisas. 

Lealtad cooperativa 

Intencionadamente se ha relega­
do al último lugar esta referencia a 
la lealtad que debe presidí r la cola­
boración entre Administraciones, 
como una premisa más indispensa­
ble para su eficacia. Porque, en reu­
lidad , no es sino volver al princi pio. 
cerra ndo así el círculo que se abrió 
al inicio de estas páginas. Por leal­
tad debe entenderse la asunción 
plena y responsa ble, por cada u na 

de las parles. de cuáles ~on las re­
glas del juego y cuúles los campos 
de actuación de cada un a de ellas. 
Por' lealtad debe entenderse también 
evi tar discusionc~ estériles o plan­
tcamjentos confusos ue cara al ad­
ministrado. Es preciso. por ejemplo, 
transmitir correctamente a los ciu­
dadanos dónde empiezan y hasta 
dónde llegan lat. respon'>abilidades 
de cada cual Una vez establecido 
un aba nico de tipos impositivo~ su­
licienle para com pensa r el incre­
mento en los valores catastrales, 
debe ser transparente el principio de 
que cualquier aumento de presión 
fiscal sólo a los Ayuntamientos in­
cumbe. en tanto que es imputable al 
Estado la políuca que se desarrolle 
en materia de valoraciones catas-
1ra les. 

Para conseguir objetivos tales 

1 t) 
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como la construcción de un sistema 
liscal justo y progresivo, la transpa­
rencia del sector inmo biliario. la se­
guridad jurídica en las transaccio­
nes patrimoniales de inmuebles y el 
conocimiento adecuado del territo­
rio a cl'cctos de su ordenación, es 
preciso crear el marco normativo 
para ello. Este marco normativo 
existe ya en buena medida. aún 
cuando no debe a bando na rse la re­
ílexión y el anúlisis sobre las actu<1-
cio nes legislativas que han de em­
prenderse al objeto de aclara r, siste­
mati za r y racionalizar el Catastro, a 
través de una futura Ley de Orde­
nación del Catastro, en cuya elabo­
ración ~e está trabajando. Pero por 
encima de todo ello. hay que hacer 
una continua llamada al esfuerzo. a 
la iniciativa. al entendim1en10. a la 
voluntad, en suma. de cooperar. 

Debe ser 
transparente el 
principio de que 
cualquier 
aumento de 
presión fiscal 
incumbe sólo s 
los 
Ayuntamientos. 
en tanto que es 
imputable si 
Estado la 
política que se 
desarrolle en 
materia de 
valoraciones 
catastrales. 
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